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			Es un honor prologar el libro “La Construcción de la democracia a través del trabajo y de la ciudadanía” escrito por Mariela Inés Laghezza y María José Justo, que seguramente será reconocido como una contribución muy significativa para guiar procesos de enseñanza-aprendizaje relacionados con la construcción de ciudadanía y la valoración crítica e informada de los derechos y deberes de las y los ciudadanos/as.

			Quisiera señalar en primer lugar, que uno de los muchos aspectos destacables del texto es su enfoque multidisciplinario, en el que confluyen las miradas histórica, sociológica y jurídica, así como los conceptos vertidos en entrevistas realizadas a informantes claves. En la actualidad y gracias a la consolidación de los conocimientos de las ciencias sociales y humanas, existe cierto consenso acerca de la importancia de tener en cuenta los aportes de diversas disciplinas para entender una realidad que definimos como compleja y multifacética. Y las cuestiones vinculadas con la ciudadanía y el trabajo no son la excepción. 

			La mirada histórica nos permite entender, entre otras cosas, que los conceptos de ciudadanía y trabajo, así como las realidades que designan, no son estáticos, sino que han ido cambiando a lo largo del tiempo y han adquirido diferentes significaciones en distintos contextos histórico-sociales. Junto con la perspectiva sociológica, también nos ayuda a comprender que la ampliación del concepto de ciudadanía, originalmente restringido a una fracción minoritaria de la sociedad, así como el reconocimiento de los derechos que la caracterizan –entre ellos el derecho al trabajo–, son el resultado de procesos que han estado atravesados por intensos conflictos sociales y políticos, con sus avances y retrocesos. La perspectiva jurídica, por su parte, permite reconocer cómo las definiciones de ciudadano/a, y los derechos y deberes que le competen, se traducen en un marco normativo que se materializa en la Constitución y las leyes del Estado. Pero el saber sociológico también nos alerta sobre el hecho de que la mera existencia de un reconocimiento jurídico de derechos no asegura, en sí misma, su efectivo goce y ejercicio por parte de todas y todos los ciudadanos.

			En efecto, tal como sostiene Campero (2007: 67), “la ciudadanía comprende (…) derechos civiles o políticos, pero no se agota en ellos, porque éstos sólo explicitan la idea de una igualdad jurídica –por cierto fundamental–, pero que no garantiza por sí sola la capacidad de ejercerla con autonomía por los sujetos.” Es por ello que este autor también destaca el acceso a ciertos recursos básicos, de carácter económico, social y cultural, como condición necesaria para que se logre un pleno ejercicio de derechos y deberes. De este modo, la ciudadanía, además del reconocimiento y el respeto de los derechos civiles y políticos, exige la satisfacción de derechos sociales. En este marco, cobra sentido la relación entre ciudadanía y trabajo que se propone en el libro –entendiendo a este último como derecho social–, y adquiere plena relevancia la definición de “ciudadanos del mundo” adoptada por las autoras, que reconoce los derechos inalienables de todos los seres humanos, incluyendo los derechos al trabajo y la migración. 

			Finalmente, y en estrecha relación con lo señalado, me gustaría destacar que el libro llega en una coyuntura histórica muy particular, de profunda crisis, que nos invita a repensar críticamente los temas abordados en él. Siguiendo una tendencia política en ascenso, somos testigos del deterioro de la calidad democrática y de la intensificación de los discursos de odio en varios países del mundo, desarrollados y en vías de desarrollo, que impactan negativamente tanto en el reconocimiento jurídico como en el ejercicio concreto de los derechos de la ciudadanía. Por otra parte, la pandemia de coronavirus que actualmente afecta a todos los continentes, y las medidas dispuestas para contenerla, han puesto en evidencia de un modo muy palpable las intensas desigualdades que caracterizan a nuestras sociedades. En relación con el trabajo, junto con el aumento de la desocupación y de la precarización laboral de millones de personas, y de la sobrecarga de trabajo doméstico y de cuidados – especialmente en el caso de las mujeres –, asistimos a transformaciones profundas derivadas de la aplicación de nuevas tecnologías informáticas y robóticas cuyo impacto en el derecho al trabajo todavía no podemos prever completamente. Asimismo, somos testigos de la violación sistemática de los derechos humanos de minorías étnicas, pueblos indígenas, migrantes y otros colectivos sociales en muchas partes del mundo, hecho que nos recuerda como, más allá de su reconocimiento formal, el ejercicio de los derechos está fuertemente condicionado por la desigualdad social, la xenofobia y el racismo, entre otros factores. 

			Este contexto crítico nos exige pensar de manera renovada la ciudadanía y el trabajo, reconociendo que aún existe un largo camino por recorrer para lograr que la idea de “ciudadanos del mundo”, que tan bien presenta el libro, se convierta en realidad concreta en todas las latitudes del mundo. En este sentido, el libro cobra aún mayor relevancia y actualidad, en tanto nos invita a debatir estas cuestiones con una sólida base histórica, sociológica y jurídica, y con un reconocimiento del carácter universal de los derechos humanos. 

			Buenos Aires, Junio 2020.

			Referencias: 

			Campero, G. (2007), “Trabajo y ciudadanía”. En F. Calderón (coord.), Ciudadanía y Desarrollo Humano.  Buenos Aires. Siglo Veintiuno.
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			Introducción

			La necesidad de construir ciudadanos para obtener una comunidad democrática plena es un objetivo aún pendiente en nuestra sociedad actual. No se puede hablar de “gobierno del pueblo” sin una sociedad civil capaz de ser responsable frente a sus miembros, esto no solo indica el conocimiento de sus derechos sino también de sus obligaciones, aún más de la “responsabilidad cívica de cada uno de nosotros” acción guiada para la consciencia solidaria y para la obtención del bien común. Esta acción se hace condición necesaria en momentos críticos como el actual. La necesidad de volver a confiar en lo público, que no es otra cosa que “lo de todos” es uno de los objetivos de este libro.

			Por otro lado el “trabajo” va de la mano con la importancia de pertenecer a una comunidad, ya que la producción de bienes y servicios nos transforma en seres útiles para con lo demás. 

			Ambos conceptos “ciudadanía” y “trabajo” se ligan y aúnan en la sociedad; ahora bien en los próximos años el mundo se debate entre la posibilidad de una “ciudadanía cosmopolita” o una “ciudadanía ligada al Estado nación” y juntamente con ello se abrirá o no la posibilidad de trabajo para miles de personas que migran de un lugar a otro solo al efecto de conseguir el derecho a existir y a una vida posible. 

			Las autoras optan por “ciudadanos del mundo” entendiendo que todos los seres humanos gozamos de derechos inalienables y cada uno de nosotros es responsable frente a los otros, “derechos y responsabilidad humana” existen per se en todo el mundo independientemente del Estado o nación.

			Además, el extranjero por su propia “naturaleza”, siempre fue objeto de reflexión, de regulación, de intervención y de prácticas arbitrarias. Preguntémonos, como Ana Paula Penchazadeh1: ¿se puede pensar una identidad sin la contracara de la diferencia? ¿Es la figura del extranjero la contracara necesaria de la del ciudadano? ¿La construcción del Estado-nación moderno y la noción de ciudadano que le es inherente suponen por necesidad la construcción de un afuera y de un extranjero? Este pensamiento se anuncia sobre una extraña reflexión política: el extranjero como una de las figuras privilegiadas de la otredad que hacen visibles la arbitrariedad de toda identidad/diferencia”.

			A partir de las formas de pensar al extranjero se enfatiza que la otredad es indeterminada, es decir, no tiene una naturaleza propia, esencial o permanente. Así, el extranjero puede ser objeto de xenofobia, o puede valorarse la diversidad que aporta y representa. Puede ser incluido en la esfera privada o en la sociedad civil y excluida de la esfera pública y de la comunidad política. Estos ejemplos muestran que la construcción de la otredad es histórica y política en sentido amplio: no hay una “naturaleza” extranjera, sino que se trata de una clasificación jurídica, política y social que se construye y se disputa en cada momento histórico.

			La configuración étnica contemporánea transita la relación del binomio identidad - territorio como forma de repensar el espacio receptor. A partir de ello debemos plantearnos: ¿dejamos de ser humanos al cruzar las fronteras de un Estado-Nación? Son muchos los temas que afectan el acceso a derechos de las personas migrantes, incluso en los países como el nuestro donde la migración se consagra como un derecho humano.

			La llegada de los otros plantea preguntarse: ¿las ciudades receptoras se convierten en ciudades globales? ¿Cómo se gestiona la diversidad generada por los migrantes? ¿Ellos generan posiciones políticas o configuraciones de poder? ¿Los migrantes reproducen aspectos de su cultura de origen en los países de destino? ¿Cómo afecta el ser nacional? ¿Qué vínculos se establecen con el lugar de origen? ¿Qué implicancias tendrán estos fenómenos con la concepción tradicional de ciudadanía? ¿Cuál es el rol del extranjero en el proceso de adquisición de derechos?

			Estos interrogantes constituyen los nuevos desafíos que afronta la movilidad humana ya sea en el tránsito de la migración o en el régimen de acogida o estancia del país receptor. ¿Qué rol toma el Estado para lograr la integración? ¿Se acepta la diversidad o por temor se generan políticas de aplanamiento cultural? La respuesta será la que darán los gobiernos ante el desafío de la inmigración. Hoy reconocemos una suerte de desmantelamiento en el ámbito de los derechos y garantías, y vivimos en la época de recortar a los sujetos a su “derecho a tener derechos”. 

			La nacionalidad de la persona o su condición migratoria suelen ser un aspecto a tener en cuenta para la restricción o negación de un derecho reconocido en los instrumentos internacionales, la Carta Fundamental y la legislación interna. La contracara es la democracia, presentándose como el cuantificador que impulsa la integración del “otro”.

			Capítulo I
La ciudadanía nos hace más iguales

			Aunque el concepto de ciudadanía se relaciona habitualmente con lo contemporáneo, su nacimiento se produjo realmente mucho antes, concretamente hace unos 2.500 años, en la época de la Grecia clásica. Poco a poco, con muchas idas y vueltas, la idea de ciudadanía se ha ido ampliando a más esferas de la realidad, aunque aún hay mucha labor por realizar para que ese concepto se haga carne en la mayoría de los países, sean o no desarrollados. También se han ido ampliando los derechos vinculados al concepto en sí, de manera que, si en un principio solo se beneficiaba de ellos una pequeña élite -téngase en cuenta que en la antigüedad se hablaba de una “ciudadanía con esclavos”-, más recientemente el marco se ha extendido de manera notable, hasta alcanzar una igualación considerable al menos desde lo normativo, falta todavía hacer de esas normas una vivencia ya que hoy en día hablamos de “ciudadanía con excluidos”. 

			¿Por qué es tan importante para nuestra sociedad actual la idea de ciudadanía? Como primera respuesta podríamos afirmar, como decía Aristóteles, que el hombre es un ser social, un individuo que necesariamente debe vivir, de una o de otra manera, en un ámbito comunitario. Por tanto, el eje de la comunidad (democrática) no puede quedar definido por un determinado individuo o grupo, sino por el conjunto de relaciones y vínculos interindividuales que se conforman a un nivel lo más libre e igualitario posibles. El conflicto que aparece como tensión entre distintos individuos, se debe resolver y qué mejor manera que hacerlo por medio de instituciones. La ley nos emancipa de poderes particulares para pasar a participar de una universalidad en el sentido de que se igualan las relaciones y nos dan un marco para resolver esas tensiones. 

			Una segunda respuesta es que la sociedad actual ha hecho de la democracia el sistema político por excelencia y en este sentido determina dos ámbitos: una estructura jurídico-constitucional, es decir, el determinado régimen político, que organiza el medio para el despliegue de derechos y deberes cívicos; y, tan importante o más (dependiendo del modelo ciudadano que se adopte), un ámbito más individualizado, el de la sociedad civil, en el que la ciudadanía se abre al ejercicio directo de sus principios, o sea, un ideal de acción política. Los politólogos actuales han planteado la gran diferencia entre una “democracia gobernada” o “una democracia gobernante”. Es indudable que para la presencia de la segunda forma a la que aspiramos no solo son necesarias las instituciones que respeten la república sino el individuo y su accionar, que haga de ese sistema su propio estilo de vida, un individuo capaz de hacer valer sus derechos y sus obligaciones, dos caras una misma moneda.

			Edad Antigua

			Grecia

			Grecia fue el inicio de muchas cosas importantes, por ejemplo de la democracia y también de la filosofía. En materia política, Grecia nos ha legado dos modelos que vamos ahora a presentar y analizar: el modelo ateniense y el modelo espartano.

			Modelo ateniense

			En el contexto que tiene que ver con las polis griegas podemos hablar de diferentes modelos. El más importante de todos, por ser el que más huella nos ha dejado, aunque Esparta fuera hegemónica en su momento, es el que corresponde a la ciudad de Atenas. Las características básicas del mismo tienen que ver con un desarrollo de la idea del demos (pueblo) y de la participación ciudadana, de la aparición de una subjetividad reflexiva, en consecuencia, del sujeto político. En sus inicios, en Atenas funcionaba un sistema jerárquico que en sí no era autoritario, en el sentido de que los gobernantes no podían hacer aquello que consideraran conveniente; sucedía más bien al contrario, pues estos estaban obligados a responder periódicamente ante los ciudadanos. Progresivamente la actividad directa de los ciudadanos fue a más; de una posición de control se pasó a un ejercicio directo del poder. Podríamos decir que el espíritu de este modelo consistía en desarrollar un proyecto de autonomía según el cual cada individuo fuera importante para el funcionamiento de la comunidad, de modo tal que ciudadanía y Estado no se diferenciaban. Facilita las cosas, a la hora de entender la progresión de este modelo, separar su funcionamiento por épocas.

			No se sabe con certeza la historia primitiva de Atenas. Se afirma que el siglo XII a.C. un rey llamado Teseo reunió doce comunidades independientes en un solo Estado, y fijó a Atenas como la sede de gobierno. Además del soberano, existían en Atenas familias ricas y poderosas, cuyos miembros eran propietarios de tierras y podían desempeñar cargos públicos. Con el transcurso del tiempo estos nobles limitaron la autoridad del rey. Estos nobles se denominaban “Eupatridas” etimológicamente de buenos padres. Hacia el año 685 a.C. estos establecieron un régimen oligárquico que fue brutal para con el pueblo. Los labriegos y artesanos vivían agobiados por sus deudas y su situación era angustiosa; surgió también una nueva clase social de industriales y comerciantes que se unieron a campesinos en búsqueda de mayor participación. Aunque se intentó reprimir las peticiones populares con leyes como las establecidas por Dracon, no tuvieron sustento en el tiempo.

			La historia continuó entre las reformas sociales y políticas de uno de los sabios de Grecia, Solón, que abolió cargas y generó mayor participación ciudadana; con la interrupción de tiranías como la de Pisistrato.

			Recién a partir del año 503 a.C. el gobierno ateniense se convirtió en una democracia con mayor participación ciudadana, con las reformas de Clistenes quien hizo conocer su máxima: “todo hombre libre, domiciliado en una localidad del Atica, será considerado como ciudadano ateniense”2. Para impedir el surgimiento de nuevos tiranos, Clistenes introdujo la institución del ostracismo. Consistía en el destierro por diez años de todo ciudadano que se tornara indeseable para la república. El pueblo se transformó en soberano de sus propios destinos y todos los ciudadanos tenían idénticos derechos. Indudablemente la época Pericles se convirtió, como la llamara Marcel Prelot, en “elogio a la democracia”. La timocracia, gobierno donde los únicos que participaban eran los ciudadanos que poseían un determinado capital o un cierto tipo de propiedades, comenzaba a decantarse hacia formas cada vez más democráticas. En este sentido, Pericles aplicó lo que se ha dado en llamar “democracia radical”, que no es otra cosa que una mayor participación de la ciudadanía en la política. En la práctica se anulaba la división de poderes, de modo que la Asamblea popular asumía todas las funciones (legislativas, ejecutivas y judiciales). Pericles llevó a la democracia ateniense a su máximo esplendor, pero su muerte significó un claro declive, al quedar el poder en manos de demagogos populistas (estos surgieron atento a que todos los asuntos políticos se discutían públicamente, surgieron así quienes instruían en dichas asambleas al pueblo, llamados demagogos). En dos principios fundamentales se basó su concepción de la democracia: la isonomia o igualdad de las leyes y la isegoria o libertad de opinión.

			La otra cara: “la disciplina espartana”

			En Esparta nada estaba por encima de la areté (virtud) de la disciplina guerrera, quedando la formación intelectual, en gran parte, relegada. Los espartanos se consideraban entre sí “iguales”, pues el nacimiento les otorgaba los mismos derechos, aunque para disfrutarlos era necesario haber recibido la educación del Estado y tener una renta adecuada para asistir a las comidas públicas. Los espartanos organizaron un poderoso ejército para reprimir cualquier intento de rebelión de los pueblos sometidos; esto los hacía vivir en permanente estado de guerra. Desde la edad de siete años todos los varones eran separados de su familia e introducidos en grupos especiales donde aprendían el arte militar, así como también era probada su fortaleza física atento a que eran expuestos con su cuerpo al frío y al calor utilizando escaza vestimenta. Todo con el fin de probar la astucia de los jóvenes, las virtudes que la polis promocionaba siempre tenían que ver con lo militar y la camaradería inherente a la casta guerrera. Por ello se fomentaban las relaciones grupales a partir de banquetes comunes, entrenamientos colectivos, etc.; se consideraba virtuoso el valor en el campo de batalla, la lealtad a la polis y la entrega.    

			Al igual que en el modelo ateniense, en Esparta había una sobrevaloración de lo colectivo sobre lo individual, pero con fuerte presencia de “obligaciones” que tenían que ver con dos principales objetivos: tareas de gobierno y defender la polis.

			Una característica era única en todo el mundo antiguo: siempre la ciudadanía no iba de la mano con el trabajo manual.

			Esparta priorizaba el orden y la estabilidad. 

			Roma

			La historia de Roma puede dividirse en tres grandes periodos: a) La monarquía (753 a 509 a.C.); b) La república (509 a 30 a.C.) y c) El imperio (30 a.C. hasta 476 d.C.). En la primera, se sucedieron siete reyes. Durante esta época la sociedad se dividía en patricios y plebeyos, los primeros se consideraban descendientes de los primitivos fundadores de la ciudad latinos, sabinos y etruscos y constituían una clase privilegiada, pues solo ellos desfrutaban de los derechos políticos de los ciudadanos y ocupaban cargos públicos, ellos constituían una sola familia o “gens”. Por su parte los patricios acostumbraban a incorporar en el seno familiar a los clientes que descendían de los antiguos habitantes sometidos o bien refugiados en Roma. Se sometían a la autoridad de un patricio y eran considerados “libres” mientras aceptaran esa protección, debían cumplir con cierta protección a su patrón y trabajo. Un punto de inflexión para la creación de una ciudadanía romana se dio en el año 494 a.C., cuando las protestas de los plebeyos en el monte Aventino permitieron establecer un pacto con los patricios. Como resultado de este acuerdo se comenzaron a nombrar los primeros Tribunos del Pueblo, que otorgaban a los plebeyos una cierta protección contra abusos e injusticias. Posteriormente el aumento de la población, la lucha de clases y el engrandecimiento del territorio fueron algunas de las causas que dieron lugar a la republica gobernada por los magistrados, el senado y los comicios; los magistrados eran elegidos por sufragio, el senado era solo integrados por aquellos ciudadanos que habían tenido cargo de magistrados y finalmente los comicios estaban divididos en los curiados, que constituían la parte religiosa del pueblo; los centuriados, que estaban formados por militares y parte de la sociedad aristocrática; y los comicios por tribu que conformó una verdadera institución democrática, ya que no había distinción entre pobres y ricos. Se basaba en tribus, es decir, en los diversos barrios que fue dividido el territorio romano. Fue en ese entonces cuando los hermanos Graco (Tiberio y Cayo), creadores del partido popular, llevaron a cabo una serie de reformas que se basaban en elementos democráticos pero también en otros de corte más demagógico. Por ejemplo, Cayo amplió la ciudadanía a los latinos que vivían en la misma península itálica o en las colonias. Posteriormente, el general Mario, nombrado cónsul en el año 105 a.C., llevó a cabo una extensión de la ciudadanía a todos los miembros del ejército que eran de procedencias muy diversas. Después de una sublevación del año 90, la condición de ciudadanía fue ampliada a todos los pueblos itálicos. La tercera etapa de la historia antigua romana la constituye el imperio, durante este periodo Roma ejerció su hegemonía en toda la cuenca del Mediterráneo. A consecuencia de las conquistas, los nobles se adueñaron de tierras públicas, aumentando notablemente su riqueza. Algunos autores han divido esta etapa “imperial”, en dos periodos: el principado y el dominado. El primero resulta ser un tipo de transición que conserva tradicionales instituciones de la república, tomando ya caracteres de un poder autocrático a los que irá sometiendo dichas instituciones, entonces esas formas republicanas cederán el paso a una fisonomía del poder más centralizada y militarista, ya hacia los años 235 d.C. se configura un Estado más universal. Básicamente, el modelo romano implicaba la creación de distintos grados de ciudadanía. Por ejemplo, se permitía a los esclavos que en algún momento pudieran conseguir esta condición; el emperador Augusto ordenó que se establecieran controles en este sentido, como fue el caso de un registro escrito, que en la práctica era un “certificado de ciudadanía”. De esta manera, el ciudadano vivía bajo la esfera del derecho romano, tanto en la vida privada como en la pública. La condición de ciudadanía implicaba una serie de derechos y también, como es natural, de obligaciones: bajo la esfera de los deberes se incluían, básicamente, la realización del servicio militar y el pago de determinados impuestos; en cuanto a los derechos, el que tenía que ver con pagar menos impuestos que aquellos que no eran ciudadanos era el más destacable fuera del ámbito estrictamente político. También un ciudadano podía realizar diversas cosas: casarse con cualquiera que perteneciera a una familia a la vez ciudadana; negociar con otros ciudadanos; un ciudadano de provincia podía exigir ser juzgado en Roma si entraba en conflicto con el gobernador de la provincia de residencia, etc. En el ámbito más político, la ciudadanía implicaba tres tipos de derechos: votar a los miembros de las Asambleas y a los magistrados, poseer un escaño en la Asamblea y poder convertirse en magistrado.

			La Edad Media

			El advenimiento de Jesucristo en la historia de la humanidad se dio durante los primeros años del imperio romano, su doctrina modificó el destino humano. Hasta ese entonces, el romano dedicaba su tiempo a los placeres terrenales y al Estado, la gran mayoría del pueblo desconocía el sentido del más allá de la existencia. 

			Con la caída del Imperio romano de occidente se inauguró una nueva etapa, la Edad Media. La división del imperio, la falta de buenas vías de comunicación y la inexistencia de ejércitos permanentes hicieron que los propietarios de la tierra asumieran su propia protección, para lo cual formaron sus ejércitos y sus murallas; esto debilitó la figura del rey, dándole mayor entidad y poder a los señores feudales, quienes constituían contrato, en el que se establecían mutuos compromisos. El vasallo estaba obligado a prestar servicio militar y debía acompañar al señor en la guerra, dentro y fuera del territorio. Por el compromiso de fidelidad no podía luchar contra el señor ni sus hijos, tampoco el vasallo podía desvalorizar el feudo ni perjudicarlo, por su parte el señor debía ofrecer al vasallo protección y justicia. Atento a que el señor era el administraba justicia, de más está decir que tenía una cuota mucho mayor de poder. En ella se perdía progresivamente la idea de ciudadanía entendida como la pertenencia a una comunidad, la del ciudadano-súbdito. Así, el sistema feudal medieval basaba la idea de ciudadanía en una vinculación personal más que territorial, de linaje y de sangre. Se tendía a una comunidad política imperial, dejando atrás el concepto de ciudadanía de la etapa anterior. Además, en la sociedad medieval el individuo disponía de múltiples posesiones, privilegios, derechos, etc.

			Por ello, la ciudadanía medieval fue limitada y local, pero no del mismo modo en todas partes. Allí no solo pervivió la tradición teórica de la ciudadanía, sino que se mantuvieron y desarrollaron ciertas instituciones características y una práctica de la participación ciudadana.

			En la Edad Media, el concepto de ciudadanía reside en la subordinación política a un señor feudal o a un monarca y no en la idea de participación política. Al inicio de la Edad Media se pierde progresivamente el concepto romano de ciudadanía entendida como conquista de derechos, salvo en el final en algunos lugares como el norte de Italia. Y con ello, se sientan las bases políticas de lo que será el concepto moderno de Estado-nación.

			En el pensamiento se destacó el sacerdotismo medieval, con las figuras de San Agustín y Santo Tomás de Aquino. En la obra principal de San Agustín “La Ciudad de Dios” se manifiesta que los ciudadanos se unen en la caridad, que se sirven mutuamente, que los gobiernos tutelan y los súbditos obedecen; los ciudadanos son elementos y gérmenes de la ciudad, que se combinan y forman familias. En Santo tomas de Aquino se vuelve a la filosofía Aristotélica, se nos vuelve a hablar de “hombre político por naturaleza”, la sociedad engloba el hombre pero no la absorbe, tiene una concepción orgánica del Estado, y aunque afirma que el poder del gobernante es comparable con el Dios, se limita a decir que el primero debe ser “prudente”. Cada hombre constituye un elemento libre con vida propia. 

			A finales de esta etapa florecieron en el seno de Europa ciudades libres que se transformaron en Republicas aristocráticas, entre otras: Nápoles, Génova, Venecia y Florencia; desvinculadas de los Estados pontificios y de los modelos caciquiles reinantes, llegaron a adoptar regímenes republicanos, contaban con autoridad propia tanto política como judicial y también operaron a varios niveles durante siglos; florecieron las artes, las letras, el comercio, etc.

			El retorno al ideal republicano de la antigüedad promovido por el renacimiento abrió el camino para el advenimiento de la ciudadanía moderna del siglo XVII con “la era de las revoluciones”, la americana del año 1776 y la francesa de 1789. Indudablemente la ciudadanía moderna presentará ciertos problemas más complejos y difíciles de resolver que la antigüedad, atento que en esta nueva etapa “todos los hombres serán considerados ciudadanos” o, por lo menos, esa será la utopía. Algunos de esos problemas serán la necesidad de instituciones políticas y de una sociedad civil capaz de llevarlas adelante. 

			En la república moderna los derechos civiles se les reconocen a todos, son derechos sagrados y naturales del hombre.

			La era de las revoluciones

			El pensamiento de la ilustración desempeñó un importante papel en la génesis de la Revolución francesa, que acabó con el antiguo régimen y la hegemonía de la aristocracia. Puso al hombre y su razón como centro de escena, pensamiento crítico, científico y progresivo. Se cuestionaron las instituciones monárquicas y eclesiásticas. 

			Las dos grandes revoluciones que volvieron a poner en debate la idea de ciudadanía y sus manifestaciones fueron: la independencia de EEUU y la Revolución francesa.

			La independencia de los Estados Unidos se inició no con la Declaración de la Independencia de julio de 1776, la importancia de ideas tales como el autogobierno y el manejo de sus finanzas ya era parte del pensamiento colectivo de los colonos. Fue la defensa de estas ideas por parte de una clase privilegiada económica y socialmente en el nuevo mundo, lo que llevó a la independencia de los Estados Unidos. En consecuencia, el resultado fue la adopción, por parte de los colonos, de ideas liberales tanto económicas como sociales.

			Por su parte la Revolución francesa tomó como eje central “la soberanía popular”, fue un movimiento social que estalló en 1789, contra el absolutismo real y los privilegios sociales. Una serie de derechos se promulgaron en la declaración del hombre y el ciudadano: como la igualdad ante la ley, el fin de las detenciones discrecionales o la libertad de expresión. Este movimiento en Francia había sido influenciado por lo acontecido en Inglaterra que a la salida del feudalismo inglés había resurgido pujante, consciente de su fuerza y decidió imponerse contra los monarcas; por las colonias americanas atento la revolución mencionada anteriormente, y también por teorías filosóficas y políticas aportadas, podemos mencionar a Montesquieu, Rousseau y Sieyes como influyentes. 

			El siglo XVII había sido el siglo del poder ilimitado de los reyes, poder cuestionado y decreciente en el siglo XVIII. El ciudadano recobraba su lugar, y esta vuelta no solo desde las obligaciones como hacía hincapié en la antigüedad, sino desde sus derechos. 

			El problema que sí surge a partir del siglo XVII va a presentarse entre “nación y ciudadanía”, conflicto que seguirá hasta la actualidad sin resolverse. Ya que, para ser considerado ciudadano hay que contar obligatoriamente con la nacionalidad de ese país. Aunque son conceptos distintos.

			El ciudadano que es el concepto que estuvimos, hasta ahora, tratando de desentrañar, es la persona con derechos inherentes por el solo hecho de serlo y de esos mismo derechos surgen las obligaciones para con ese medio social en el que esté inserto, más allá, en nuestra opinión, del lugar geográfico o Estado del que sea parte.

			Nación, por otro lado, tomando la definición clásica “es el estado jurídicamente organizado”, con sus elementos: territorio, población, soberanía y poder. 

			Es por ello que, a nuestro entender, se debería diferenciar “la ciudadanía” de “la nacionalidad”.

			La ciudadanía en el mundo contemporáneo

			Este paralelismo de ideas entre ciudadanía-nacionalidad comenzó en el siglo XVIII, y con ello se definió en la Revolución francesa que era la nación quien poseía la soberanía. La ciudadanía comenzó a tener, entonces, un segundo lugar, era como complementario de la nación. Problema que, a mi entender, sigue suscitando serios conflictos internacionales al día de hoy. 

			Durante el siglo XX, Thomas Humphrey Marshall, en su obra analiza la concepción de ciudadanía pero vinculado a las sociedades post-industriales, al estado de bienestar y a la democracia. 

			H. Marshall, analiza el desarrollo de la ciudadanía desde tres puntos de vista: desde el desarrollo de los derechos civiles, derechos políticos y derechos sociales. Las tres fases del desarrollo de los derechos son otras tantas partes de un proceso dialéctico, a través del cual los derechos pasaron de ser privilegio de unos pocos dentro del orden feudal a ser atribuidos universalmente a todos los miembros de la sociedad igualitaria. Según Marshall el individuo no es solo portador de derechos, sino del deber social de sostener la comunidad que hace posible el ejercicio de sus derechos. 

			La ciudadanía según Marshall se habría desarrollado en tres fases: civil, político y social. 

			
					
1.	En el XVIII se adquirieron los derechos civiles: derechos de libertad física, de palabra, pensamiento, religión, derecho a poseer títulos de propiedad, igualdad ante la ley. como el derecho a un juicio natural y a un proceso formal, libertad de asociación y opinión, a establecer contrato y a residir libremente.

					
2.	En el XIX se adquirieron los derechos políticos: derecho del ciudadano a participar en el ejercicio del poder político como miembro de órganos dotados de autoridad o como elector de tales organismos. Uniformidad de la representación -relación entre electores y elegidos en los distintos colegios-, extensión del sufragio, voto secreto, indemnidad parlamentaria. El sufragio es el elemento central de los derechos políticos. Refleja las reivindicaciones políticas de las clases subalternas. 

					
3.	En el XX con la expansión del Welfare los ciudadanos obtuvieron dotaciones materiales comunes y protección en la tutela de acontecimientos negativos (enfermedad, accidentes de trabajo, asistencia en la vejez). Derecho a la educación, el bienestar, la seguridad social en relación a los estándares dominantes en la comunidad política. Las instituciones implicadas: escuela, salud, casa, pensiones, seguros.
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